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Introducción

Durante los últimos 10 años, el creciente aumento de la inversión minera en Chile ha traído como consecuencia el desarrollo de una serie de proyectos mineros a lo largo del país y la generación de diversos impactos negativos particularmente en el ámbito económico, social y ambiental, para aquellas comunidades agrícolas, indígenas, y pescadores artesanales que habitan asentamiento humanos ubicados en el entorno de faenas mineras 

	REGION/PERIODO 
	1993 
	1994 
	1995 
	1996 
	1997 
	1998 
	1999 
	2000 
	2001(1) 
	2002(1) 
	TOTAL 

	I 
	349,4 
	179,6 
	366,0 
	246,2 
	852,6 
	609,9 
	18,9 
	2,8 
	18,0 
	0,8 
	2.963,7 

	II 
	91,3 
	999,1 
	1.026,1 
	538,9 
	518,9 
	951,5 
	85,1 
	62,3 
	905,0 
	694,0 
	7.083,5 

	III 
	305,5 
	245,4 
	125,8 
	97,0 
	99,8 
	25,7 
	87,2 
	49,8 
	71,2 
	55,1 
	1.592,5 

	IV 
	4,0 
	184,7 
	40,8 
	14,8 
	131,3 
	446,2 
	493,4 
	87,8 
	0,0 
	18,0 
	1.633,4 

	V 
	0,0 
	0,2 
	0,0 
	0,0 
	0,2 
	0,1 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,6 

	VI 
	1,2 
	10,9 
	1,5 
	0,8 
	0,1 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	14,5 

	VII 
	0,0 
	0,0 
	0,1 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,1 

	VIII 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,1 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,1 

	IX 
	0,0 
	0,1 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	1,4 

	X 
	0,0 
	0,0 
	0,8 
	1,0 
	0,2 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	2,0 

	XI 
	0,0 
	1,5 
	81,0 
	1,0 
	17,1 
	4,6 
	0,6 
	6,9 
	3,0 
	3,3 
	119,0 

	XII 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,2 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	0,0 
	4,2 

	R.METROPOLITANA 
	101,7 
	58,9 
	6,0 
	7,3 
	5,6 
	268,7 
	489,1 
	1,8 
	1,0 
	1.134,9 
	3.843,4 

	MULTI-REGIONAL(2) 
	30,5 
	76,5 
	62,8 
	91,7 
	79,6 
	86,1 
	46,4 
	30,9 
	25,5 
	28,7 
	817,8 

	TOTAL PAIS 
	883,6 
	1.756,9 
	1.710,9 
	998,7 
	1.705,6 
	2.392,8 
	1.220,8 
	242,3 
	1.023,7 
	1.934,8 
	18.076,2 


Hasta fines de 2002 se contabilizaban 250 inversionistas, los que materializaron sus aportes en 210 empresas receptoras  de la inversión. Sobre el 70% de la inversión materializada se concentra en 23 grandes proyectos que son los siguientes, según regiones del país.

	I REGIÓN:
	Collahuasi, Cerro Colorado, Qubrada Blanca

	II REGIÓN:
	Escondida, El Abra, Zaldívar, Fundición Altonorte, Lomas Bayas, Mantos Blancos, El Peñón, Yumbes

	III REGIÓN
	Candelaria, La Coipa, Refugio, Manto Verde, Pascua, El Hueso/Agua de la Falda.

	IV REGIÓN
	Los Pelambres, El Indio/Tambo, Andacollo Oro.

	V REGIÓN:
	El Soldado, Fundición Chagras

	REGIÓN METROPOLITANA: 
	Los Bronces.


Fig 1.- Inversión extranjera materializada en minería según D.L. N° 600 por regiones (Cifras en millones de US$ de cada año) COCHILCO Chile, 2004
La llegada de los capitales mineros coincidió también con la puesta en marcha de la Ley de Bases del Medio Ambiente, durante el año 1994. Dicha Ley, tenía por objeto teórico regular las actividades productivas, y todas aquellas otras que tuvieren efectos en las comunidades y el medio ambiente. 

El espacio de participación ciudadana otorgado y estipulado por la ley ambiental dentro del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, SEIA, se transformó en un instrumento esperanzador para aquellas comunidades que luchaban por la protección de su entorno. 

Sin embargo, al poco andar, este espacio de participación ciudadana dejó en evidencia sus vicios y carencias.  Más que un sistema para dar tribuna y generar una discusión entre los actores respecto a la afectación versus la protección del ambiente y las comunidades para lograr acuerdos, el espacio era concebido finalmente para legitimar el proyecto en evaluación. Un requisito esencial para toda aprobación.

Las observaciones realizadas por la comunidad no tenían efecto sustancial en las modificaciones posteriores al proyecto y en lugar de convertirse en un instrumento que otorgara algún grado de poder a la comunidad, la participación ciudadana se transformó en una maniobra distractiva para hacer perder tiempo a las comunidades y alimentar esperanzas que luego serían frustradas.

[image: image1.jpg]



Fig 2.- Vecinos de Caimanes portan pancartas en rechazo a Minera Los

Pelambres durante instancia de participacion ciudadana 13/06/03 (foto: Diego Luna Q.)
El caso del conflicto generado por la Compañia Minera Los Pelambres en la Provincia de Choapa (IV Region de Chile) ha configurado uno de los indicadores más claro del escenario descrito, a partir de elementos tales como: desigualdad en los medios de gestión, en el acceso a recursos, a espacios de difusión, a apoyo profesional, a ejercicio de derechos, a visibilización de las situaciones críticas, y finalmente al pronuciamiento del eufemisticamente llamado actor regulador: el Estado.

La raíz del conflicto

Con una inversión inicial que ascendió a los 1.322 millones de dólares, Minera Los Pelambres, MLP, entró en escena en 1997, proponiendo al Sistema de Evaluación de Evaluación de Impacto Ambiental, el proyecto cuprífero “Expansión Minera Los Pelambres  85.000 tpd”, el cual fue tramitado a través de un Estudio de Impacto Ambiental, EIA, y sus respectivos Addenda. 

El proyecto se ubica en la IV Región de Chile, Provincia del Choapa y tiene como área de influencia a las comunas de Salamanca, Illapel y Los Vilos, donde habitan un total de 72.302 personas (INE, 2002) 

Consiste en la explotación de un yacimiento a rajo abierto de 85.000 toneladas por día (tpd) de mineral, para obtener 743.000 t/año de concentrado de cobre (35 % Cu) y 8.500 toneladas anuales de concentrado de Molibdeno (52% Mo) 

El yacimiento se ubica en las nacientes del río Los Pelambres, entre los 3.100 y 3.600 metros sobre el nivel del mar, aproximadamente 45 km al este de Salamanca. (EIA Cia. Minera Los Pelambres, CONAMA Región de Coquimbo 1997)
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Fig. 3.- Mapa del conflicto en la Provincia de Choapa, IV Región de Chile

La primera fase del conflicto, se desarrolló en la localidad de Los Vilos (comunidad de pescadores artesanales) como consecuencia de la instalación del Terminal Marítimo 

de la compañía minera, en el sector de Punta Chungo.

La noticia de la llegada de Los Pelambres corrió como reguera de pólvora al interior de la comunidad, y la propuesta de construir la mencionada instalación minera en la Bahía de Conchalí, levantó a la comunidad de Los Vilos. 

Los principales medios de prensa regionales e incluso nacionales, empezaban a poner sus ojos y oídos en un fuerte movimiento ciudadano de oposición que tenía su principal fuerza en el Comité de Defensa de Los Vilos, que aglutinaba a la totalidad de organizaciones que se oponían al proyecto, particularmente pescadores, representantes municipales, juntas de vecinos, educadores y otros. (Las Ultimas Noticias, 18 de febrero de 1997)
Pisando tierra firme

Desde sus inicios, MLP estuvo segura de la pronta aprobación de su proyecto de expansión. La anticipada adquisición de derechos de agua sobre diversas cuencas de la Provincia del Choapa, y la firma de un contrato a largo plazo con la empresa de energía eléctrica Endesa , eran indicadores de que la minera pisaba tierra firme, y en ese contexto, no cabía la ocurrencia de imprevistos o traspiés de ningún tipo.

Más aún, tomando como referencia que el 60 % de las acciones del proyecto eran propiedad de Anaconda Chile, brazo minero del Grupo Luksic, unos de los principales financistas de la campaña presidencial de la Concertación, -según fuentes  informales pero confiables- sector político que ocupaba el Gobierno de Chile en ese entonces y en la actualidad. 
Fue así que pese a los innumerables cuestionamientos técnicos por parte de los servicios competentes, en medio de una férrea oposición ciudadana y con una acción judicial interpuesta, el proyecto fue finalmente calificado favorablemente en Octubre de 1997 por la COREMA 
Región de Coquimbo, instancia presidida por el Intendente, la autoridad representante del Presidente de la Republica en la región.

La aprobación del proyecto no bastó para aplacar los ánimos de los opositores, por tanto la empresa se dedicó a ir venciendo las críticas que no era vistas con buenos ojos por entidades financieras y accionistas del proyecto.

Luego de una férrea oposición, los pescadores de Los Vilos terminarían llegando a un acuerdo y firmando un Convenio de Colaboración con la compañía minera, como consecuencia de una estrategia nutrida por la validación ilegítima, mediante cooptación, siendo posible visualizar a lo largo del tiempo que el objetivo de la “colaboración” de la empresa se centraba netamente en querer desarticular la organización opositora, desde un interés mediático y sin hacerse cargo de las demandas reales. (EL Mercurio, 27 de mayo de 1997)
La amenaza de los tranques de relave

Si bien el foco del conflicto se había iniciado en la caleta pesquera de Los Vilos, la ampliación de la producción minera traía consigo otras amenazas para el Valle del Choapa, y particularmente para las localidades de Cuncumén y Chillepín, Comuna de Salamanca. 

Durante su vida útil, el proyecto tenía contemplado la construcción de tres grandes depósitos de relave. El tranque “Los Quillayes” (175 m. altura), ubicado en el valle alto del Río Cuncumén (localidad de Cuncumén) posibilitaría satisfacer las necesidades del proyecto en los primeros 8 años de operación.  Además, en la zona  baja y media del valle del Río Manque, se construirían luego dos depósitos sucesivos, los denominados “Quebrada Seca” y “Las Lajas”, localidad de Chillepín, siendo utilizado el primero de ellos, recién a partir del año 8,5 de operación.

La capacidad de almacenamiento de los 3 depósitos sería de 925 millones de toneladas de relave, que según lo estipulado en el EIA, corresponderían a 33 años de operación.

El diario El Día -principal medio regional-  daba cuenta de que Minera Los Pelambres anunciaba la iniciación de las obras para la construcción de los tranques “Las Lajas” y “Quebrada Seca”, aprobados en el año 1997. Ejecutivos de la compañía señalaban que la implementación de los nuevos tranques. “permite asegurar la continuidad de nuestras operaciones a través de la pronta construcción de un nuevo tranque de relave que remplace al actual depósito de Los Quillayes, tras su agotamiento de acuerdo a su vida útil”  (El Día, Agosto 2001)
El anuncio, causaba alarma y estupor entre los habitantes de la localidad de Chillepín.

La “optimización” productiva y la formación de un nuevo Frente de Defensa

El proyecto original contemplaba una operación a 85.000 toneladas (85 tkpd) por día promedio anual (104 ktpd capacidad máxima). Tras sucesivas optimizaciones de la capacidad de tratamiento, una última etapa de maximización elevaría el promedio a 114 ktpd.  Sometido  a través de una Declaración de Impacto Ambiental, DIA -en lugar de un EIA- dicho proyecto generó fuerte rechazo ciudadano.  Ecologistas y comunidades llegarían luego incluso a los tribunales de justicia impugnado la aprobación del proyecto, sin obtener mayores resultados.
Junto con Chillepín, comenzaron a movilizarse otras comunidades del área de influencia. Aparecían ahora  Tranquilla, Coirón, Punta Nueva, Quelén, Panguecillo, Llimpo, Jorquera, La Higuerilla, Santa Rosa, El Queñe, El Tambo, y Tahuinco, entre otras.  

Al aumentar la alarma frente al anuncio de construcción de los tranques y fruto de la necesidad de contar con una alianza ciudadana, surge en una reunión del Concejo Municipal de Salamanca, la propuesta de conformar el Frente de Defensa del Valle del Choapa, organización que se posiciona rápidamente como el principal bloque de férrea oposición.    (Diario EL Día, 15 de junio del 2002)
Una vez aprobado el cuestionado proyecto de “optimización” la empresa afinaba su estrategia anunciando la construcción del tranque El Mauro en Caimanes que remplazará a Los Quillayes al término de la vida útil de éste, renunciando definitivamente a los polémicos tranques de Chillepín.
Claramente, Minera Los Pelambres planteaba una estrategia de presión dirigida a lograr la aprobación irrestricta de la construcción de El Mauro, en Caimanes, Valle del Pupío. (Diario EL Día, 21 de mayo del 2001)
El Frente de Defensa del Valle del Choapa cambia de rumbo. 

La decisión tomada por Minera Los Pelambres en relación a “renunciar” a la construcción de los tranques en Chillepín fue considerada como un triunfo por el Frente de Defensa del Valle del Choapa, que manifestaba públicamente su satisfacción por la resolución abordada por la empresa.
Se lograba el objetivo de evitar la construcción de los tranques, y en definitiva, era acogido el planteamiento de las organizaciones del Choapa en cuanto a apoyar la idea de la empresa de trasladar los relaves hacia el sector de El Mauro, en la localidad de Caimanes. 

Existen algunas interrogantes dentro del seguimiento y gestión del conflicto que hacen difícil especular respecto a la estrategia de la empresa en relación al manejo de las organizaciones de la comunidad. Por otro lado es también difícil señalar con precisión el rol del Estado en este conflicto y el desenlace final.

Algunas de las preguntas que quedan abiertas y que dificultan concluir el rol de los actores con mayor poder –empresa y Estado- en el conflicto son: ¿Porqué nunca fue posible cristalizar una alianza solidaria y un frente común entre la totalidad de las comunidades de ambos valles afectados que se supone se oponían  a los planes de construcción de tranques de relave de Minera Los Pelambres? ¿Porqué el Frente de Defensa del Valle del Choapa insistió sistemáticamente en que la solución del tema era “trasladar” los tranques a Caimanes? ¿Que sucedería si por alguna circunstancia ello no fuese posible? 

¿Por qué a medida que pasaba el tiempo se iban alejando las posibilidades de diálogo y acuerdo entre las organizaciones de la comunidad y organismos del Estado?
Por otro lado, lo mas llamativo en el desarrollo del conflicto fue el cambio de posición del Frente que comenzaba ahora a variar radicalmente su discurso, actuando abierta y públicamente como una herramienta clave en la estrategia de Minera Los Pelambres para llevar sus tranque de relaves hacia Caimanes (Valle del Pupio)

¿Era esta una estrategia predeterminada con suficiente anticipación por la empresa? ¿Sabían los organismos del Estado que esto estaba sucediendo? ¿Aprobaba el Estado la estrategia empresarial?

Trataremos de encontrar los elementos relacionados que directa o indirectamente respondan estas interrogantes.

El turno del Valle del Pupío. 

El plan inicial de Minera Los Pelambres tenía como objetivo la construcción de dos megatranques para almacenar 2,5 millones de toneladas de relave, con la consiguiente inundación de unas 5.000 há. 

Los posibles impactos a generarse en el Valle del Pupío, tienen relación con la afectación del sistema hidrológico de la cuenca, la destrucción de un bosque declarado de conservación prioritaria, la afectación de un sistema de sitios arqueológicos de gran valor científico, y la operación de tranques de relave, a menos de 2 km de un centro poblado, precisamente en la naciente del Estero Pupío.

En relación a los recursos hídiricos, el agua subterránea tiene su origen en vertientes y afloramientos que contribuyen a la formación de vegas y bofedales, además de constituir un aporte vital a caudales de agua superficial y subterránea con uso para riego y consumo humano en épocas de sequía. (Diario El Día, 21 de Agosto del 2001)
La construcción de un tranque de relave,  sus infiltraciones e intercepción de aguas asociadas, causarían un daño irremediable. Tambien el bosque El Mauro, sitio prioritario para la Conservación de la flora nativa con riesgos de extinción en la IV Región de Coquimbo (Libro Rojo de la Flora Nativa y de los Sitios Prioritarios para su Conservación: Región  de Coquimbo, 2001) desaparecería sepultado bajo toneladas de relave. La construcción del tranque El Mauro y el sacrificio de dicho patrimonio ecológico, tiene obviamente consecuencias irreparables e incompensables. Se trata de  un ecosistema único, una fuente de agua insustituible.
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Fig 4.- Aguas que serán literalmente "aplastadas" por megatranque de relaves bajan 

cristalinas de cordillera a mar, en el sector El Mauro, Valle del Pupio (foto: Diego Luna Q.)
Finalmente el proyecto consideró solamente la construcción un solo megatranque de relave (El Mauro), uno de los más grandes del mundo, con una altura de 240 m.

El escenario del conflicto presentaba ahora rasgos singulares.  La presentación del EIA “Proyecto Integral de Desarrollo” (que incluyó el mencionado megatranque) encontraba a una comunidad de Caimanes prácticamente en solitario y en un escenario por demás adverso. El bloque de oposición ciudadana ya no contaba con la solidez de los años 2001 y 2002. Los  grupos ambientales y ONGs de la región que habían acompañado en su momento a la comunidad, se encontraban ahora alejados del conflicto, debido a severas diferencias, y fruto de algunos conflictos suscitados al interior de ellos y entre ellos.

Debilitar y dividir… para reinar

Minera Los Pelambres lograba luego de la implementación de una cuidadosa estrategia de “debilitamiento y división” de la comunidad, contar con parte de ésta a su favor, y el Gobierno, -particularmente la CONAMA (Comisión Nacional del Medio Ambiente) - cambiaba su actitud de “mirar para otro lado” por un apoyo abierto, directo e irrestricto a la minera.

Esto indica que la empresa desarrolló y puso en práctica una estrategia dirigida primero a desinformar respecto de las construcciones e instalaciones requeridas. Luego de generado el rechazo a la primera opción de construcción de tranques y conformado el Frente de Defensa, la empresa esperó hasta el fortalecimiento de dicho movimiento -y principalmente de sus dirigentes- para negociar el retiro del proyecto inicial a cambio del apoyo del Frente al nuevo emplazamiento del tranque en el Valle del Pupío (Caimanes).

Minera Los Pelambres había urdido una cuidadosa estrategia de intervención de las comunidades opositoras al proyecto, entre ellas y en el seno de ellas, incluso al interior de las familias de la localidad de Caimanes (Valle del Pupio)

Tanto lo que sucedía en la localidad Chillepín como lo que se urdía en el pueblo de Caimanes, correspondía claramente a un plan de largo plazo preparado por MLP y que movilizaba sistemáticamente recursos materiales y profesionales en función de impedir una alianza entre las organizaciones de ambos valles y la construcción de apoyos a traves de la creación de una organización comunitaria territorial afín a la empresa, sólo en la localidad donde se construiría definitivamente el tranque (Caimanes)  Esto da respuesta al primer grupo de preguntas y a aquella relacionada con la estrategia empresarial de largo plazo.

Queda sin embargo la interrogante respecto a la ausencia del Estado en esta etapa del conflicto, justo cuando la empresa implementaba su estrategia, que incluyó acciones poco legítimas como organizar una junta de vecinos de apoyo al proyecto.

Por otra parte cabe mencionar que respecto a las organizaciones regionales que apoyan a las comunidades en conflicto con la empresa, se denota la intervención de un  poder “poco visible” que a través de sus acciones logra desarticular uno de los referentes ambientales con mayor influencia y visibilidad regional (Coordinadora Ambiental Región de Coquimbo, CARC ) y por tanto, se logra desactivar una amenaza para el tranquilo desarrollo del proyecto MLP. 
¿Que niveles del Estado conocen esta estrategia de la empresa y la apoyan?, es la siguiente pregunta que surge de los antecedentes revisados.

Razones técnicas versus presiones políticas: una contienda desigual

Los antecedentes y argumentos otorgados por la empresa a los requerimientos de los servicios técnicos evaluadores fueron insuficientes y en algunos casos se desoían en forma intencional algunas solicitudes puntuales. Los principales temas y aprehensiones de los servicios aún quedaban sin resolver. 

Aun así, la autoridad política ambiental COREMA, aprueba el proyecto en claro conflicto con los profesionales calificadores que cuestionan su calidad técnica.
Claramente las presiones políticas superaron los argumentos técnicos de los servicios técnicos regionales del Estado, dejando en evidencia a quien estaría detrás de la aprobación del proyecto y muy probablemente al tanto de la estrategia de la empresa.
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Fig 5.- Miembros de la COREMA IV aprueban proyecto de MLP

  Viernes 26 de Marzo del 2004 a las 8:30 am. (foto Diego Luna Q)

Imposible colaboración: experiencias y aprendizajes del conflicto.

Una de las grandes necesidades de MLP  en el mediano plazo, será la construcción de nuevos tranques de relave.

La sobrecarga creciente en la operación de su concentraducto, la presencia de más barcos en la Bahía de Conchalí en Los Vilos, el notorio incremento en el tráfico de camiones cargados con sustancias peligrosas que surcan las redes viales de la Provincia, el aumento cualitativo y cuantitativo de los impactos asociados a la operación de tranques y su riesgo de colapso, son algunas de las escenas que aparecen en torno a la actividad de la compañía minera.  
La ecuación resulta lógica: con el incremento de riesgos, amenazas e impactos, la oposición de las comunidades irá también en aumento.
De manera que nuevamente en el futuro se enfrentarán comunidades y empresa con la observación del Estado respecto a las nuevas instalaciones que requiere MLP.

No es difícil imaginarse que la “exitosa” estrategia empresarial volverá a ponerse en práctica una vez más y las comunidades volverán a enfrentar a la alianza Estado – Empresa, que finalmente logra impunemente imponer el desarrollo de proyectos productivos a costa del ambiente y de las mismas comunidades.

Insistir en estrategias colaborativas en este escenario, significa exponer a las comunidades a una nueva injusticia ambiental. Aunque el enfrentar poderes desiguales tampoco soluciona el problema de fondo, al menos permite visualizar para la opinión pública las características de los conflictos.

De modo que la adversariedad habrá de ser nuevamente la constante en el proceso de gestión de este conflicto y muchos otros a lo largo de Chile, dejando de manifiesto que la incompatibilidad de intereses y las asimetrías que afloran respecto a la protección ambiental no son materia de preocupación de los actores con más poder dentro del conflicto.

Ello explica que luego de 15 años de democracia y 10 años de vigencia de la ley ambiental, las principales características de los conflictos ambientales en Chile no han variado. ( Padilla César, Editor: “EL Pecado de la participación ciudadana, OLCA, Stgo., 2000) 
Es por lo demás,  un ejemplo que se suma a los nefastos efectos  del retiro del Estado de los intereses públicos, dejando en manos del poder fáctico privado la solución de sus controversias frente a las comunidades.

Lo señalado, mantiene vigente la premisa de que en Chile se requiere principalmente de reglas más claras por parte del Estado respecto a como deben resolverse los conflictos, además de hacerse cargo de las asimetrías, para ofrecer luego, soluciones sustentables a los conflictos ambientales. De otra forma, el poder económico aplasta  al poder social.

La resolución negociada y colaborativa de los conflictos ambientales, requiere de determinadas condiciones. Entre ellas, es posible mencionar la existencia de una institucionalidad ambiental sólida e independiente, y la presencia de una ética empresarial probada y confiable. 

Mientras ello no exista, no podremos transitar en Chile, el camino que va desde el conflicto a la colaboración...
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